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técnicas de abordaje, las relaciones con las personas que acuden a sus exploraciones, las necesidades que requieren 
los menores, la calidad de estos “informes”, su impacto en las decisiones judiciales y numerosas cuestiones que se 
describen en el presente documento. Después de recoger las posiciones de todos los colectivos profesionales y 
protagonistas de este recurso judicial especializado, también ofrecemos las resoluciones y propuestas para estudiar 
las vías de mejora de estos Equipos.

Una de las evidencias del Informe es que muchas cuestiones organizativas y de funcionamiento deben ser objeto 
de regulación en estos Equipos con las garantías que su delicada tarea exige. El esfuerzo que hemos volcado también 
incluye —y así lo ofrecemos— una propuesta del Defensor del Pueblo andaluz, y Defensor del Menor, por mejorar 
el Sistema Judicial que trabaja buscando las soluciones para proteger a niñas y niños en estos conflictos familiares.

1.8.2.3 Quejas relativas a profesionales
Si algo tiene claro la ciudadanía en lo que concierne a la Administración de Justicia es que para acceder a ella 

es necesario disponer de abogado y procurador, tanto si se ve obligada a pleitear para obtener una determinada 
pretensión, o, por el contrario, para oponerse a ella, ya que nuestras leyes procesales exigen, preceptivamente y 
con muy contadas excepciones, disponer de una dirección técnica desempeñada por profesionales de la abogacía 
en ejercicio y ser representado por un procurador de los tribunales.

Consecuentemente, y puesto que el adecuado ejercicio por parte de la ciudadanía del derecho de defensa y 
asistencia letrada está íntimamente conectado con el del libre acceso a la tutela judicial efectiva y sin indefensión, 
tratándose de un derecho de protección constitucional está plenamente justificado que la Defensoría del Pueblo, 
ante las quejas que tratan sobre el ejercicio de la actividad profesional de la abogacía, esté legitimada para efectuar 
la consecuente intervención.

Y si bien nuestras actuaciones no van dirigidas a supervisar la actividad 
profesional del abogado, sobre la que carecemos de competencias, sino a vigilar 
que dichas corporaciones colegiales –los Colegios de Abogados, en este caso-, 
como de Derecho Público que son, las ejerzan de manera adecuada, tanto en 
cuanto a la disciplinaria como en lo concerniente a las que les corresponden en 
la fase previa al reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, dado 
que la resolución final sobre el antes llamado beneficio de pobreza incumbe a 
las respectivas Comisiones Provinciales, dada su naturaleza administrativa, sí que 
tenemos plenas competencias supervisoras al respecto.

Aclarado el ámbito de nuestras actuaciones más frecuentes, y dentro de este conjunto de quejas, citamos la 
queja 18/2325, en la que un interno en prisión alegaba no disponer del letrado solicitado. Iniciamos la 
investigación sobre la causa de la reclamación y contamos con la información del Colegio de Abogados de Málaga 
En relación con escrito de queja presentado en esta Institución por interno del centro penitenciario de Castellón 
solicitando nombramiento de letrado. El Colegio indicaba:

“1.- Expediente 10201704844. En el primer expediente de los señalados, se ha designado letrado de oficio, Dª. En 
relación al expediente (nº 10201704844) al parecer la comunicación le fue enviada a un Apartado de Correos 
de Alicante. No obstante, le comunicamos que los datos de contacto de la Lda. (...)”.

En otro caso, seguido en la queja 17/4376, solicitamos informe porque la interesada dice haber denunciado al 
abogado de oficio que le asignó el Colegio de Abogados de Huelva porque no le tramitaba el encargo que le hizo, y 
no ha vuelto a tener noticia alguna. Finalmente la Viceconsejería de Justicia e Interior nos traslada:

“Según el informe elaborado por la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, la intervención del 
profesional en este caso no parece haber sido conforme a derecho a tenor de los establecido en el artículo 32 de 
la ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, según el cual: “cuando el Abogado designado para 
un proceso considere insostenible la pretensión que pretende hacerse valer, deberá comunicarlo a la Comisión de 

“Derecho a 
una asistencia 

jurídica 
gratuita”
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Asistencia Jurídica Gratuita, dentro de los 15 días siguientes a su designación exponiendo los motivos jurídicos en los 
que fundamenta su decisión. Transcurrido dicho plazo sin que se produzca tal comunicación, o sin que el Abogado 
pida su interrupción por falta de la documentación necesaria para evaluar la pretensión, éste queda obligado a 
asumir la defensa. Salvo lo dispuesto en el artículo anterior, la defensa del acusado o imputado será obligatoria”.

No existe instrumento legal para que esta Consejería pueda instar a los profesionales a interponer demanda en 
los expedientes de asistencia jurídica gratuita que les sean asignados. Ello dependerá del estudio y valoración 
que realice el propio profesional, si bien, cuando considere que una pretensión es inviable o insostenible, la 
decisión no queda solo a su arbitrio, informando de ello al interesado, sino que será necesario, conforme a la 
legislación vigente, tramitar el oportuno expediente de insostenibilidad, para su valoración, con dictamen del 
propio Colegio de Abogados y en su caso, informe del Ministerio Fiscal.

Finalmente señalar que la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación ha dirigido escrito a la Comisión 
de Asistencia Jurídica de Huelva, para que se adopten las medidas necesarias para desbloquear el ejercicio del 
derecho reconocido a Dª., instando al colegio de Abogados de Huelva a iniciar las actuaciones conducentes a 
la defensa de los intereses de la misma. Del resultado de las actuaciones que se lleven a cabo y de la respuesta 
que se dé a la interesada se informará oportunamente a esa Institución”.

A la vista de dicha información, la Comisión de Justicia Gratuita continuará con las gestiones que le permitan 
acceder al derecho reconocido, por lo que confiamos que finalmente quedaran resueltas las cuestiones que nos 
planteó la interesada en su día relativas al ejercicio de su derecho a la defensa.

Como ejemplo de situaciones que engloban los dos casos anteriores, aludimos la queja 18/0147 sobre un interno 
que reclamaba la inadecuada actuación de su letrado designado de oficio. Recibimos informe del Colegio de 
Abogados de Antequera sobre escrito de la persona interesada que reclama la actuación de su letrado de oficio sin 
obtener respuesta, donde nos daban cuenta de que: “ÚNICO.- Por D. se presentó escrito ante el Defensor del Pueblo 
andaluz, que posteriormente remitió misiva al Ilustre Colegio de Abogados de Antequera, fecha de entrada 31 de 
enero de 2018, en el que exponía sus quejas respecto del Letrado Sr. D., pues, según manifiesta, dicho señor el letrado 
le fue asignado por el Servicio de Asistencia Jurídica Gratuita en enero de 2017 y que durante todo ese año ha tratado 
de ponerse en contacto con él, siendo infructuosos sus intentos, y que siempre le ha dado largas y no le informa ni 
se interesa por su asunto. Consecuencia de ello se ha aperturado el Expediente de Información Previa 1/2018 dando 
traslado de la denuncia al letrado, el cual no ha contestado ni realizado alegación alguna en su defensa. Previa 
deliberación, y de conformidad con lo establecido en el artículo 8 y 12 del Reglamento de Procedimiento Disciplinario 
para el ámbito territorial de Andalucía, se proceda a la apertura de Expediente Disciplinario”.

Con ello logramos promover las actuaciones de control y supervisión que ejercen los Colegios Profesionales de 
Abogados respecto de las obligaciones deontológicas de estos letrados.

En la queja 18/3411, se nos comunicaba que le deniegan justicia gratuita sin resolver su recurso. Indagando 
sobre los motivos de tal rechazo y, tras recibir informe del Ilustre Colegio de Abogados de Cádiz, se han aclarado 
las razones de esta falta de designación que obedecía a un retraso en la designación del abogado de oficio. No 
cerramos la queja hasta que se nos ha comunicado que el interesado ya cuenta con representación jurídica, por lo 
que dimos por concluidas las actuaciones.

Dentro de este apartado de profesionales relacionados con la Administración de Justicia, citamos la 
queja 18/4715 en la que el interesado presenta escrito de queja donde reclama sin resultados a su procurador 
los perjuicios por su actuación. El Colegio de Procuradores de Sevilla nos traslada la siguiente información:

“El pasado 8 de enero de 2018 se recibe solicitud telemática del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla para el asunto 
reclamación civil por daños y perjuicios (superior a dos mil euros) sin más indicación y por supuesto, sin indicación 
alguna de que el no podía recaer sobre el Sr. al ser el contrario, procediendo el sistema a designar automáticamente 
el siguiente que correspondiese dentro de la Lista de turnos civiles, formada en la actualidad por 7 procuradores, 
correspondiéndole la representación a D. (...) con número de turno de oficio 201800291 y el Letrado D.
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El 25 de mayo de 2018 se recibe nueva solicitud telemática de adecuación del expediente 11201734520 por 
cambio en el letrado designado correspondiendo ahora a la letrada, procediendo igualmente a designar nuevo 
procurador, correspondiéndole al siguiente de la lista de turnos civiles y en concreto al procurador D. con 
número de turno de oficio 201809270.

Por último, el 4 de junio de 2018 se vuelve a recibir desde el Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla, nueva solicitud 
de adecuación del expediente 11201734520 con el nuevo letrado, procediendo a designar nuevo procurador, 
correspondiéndole al siguiente de la lista de turnos civiles y en concreto a la procuradora Dª. con número de turno de 
oficio 201809774 siendo la actualmente vigente como última efectuada. Asimismo, tenemos constancia que el pasado 
11 de julio de 2018, el Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla ha vuelto a adecuar el expediente 11201734520 con el nuevo 
letrado, manteniendo en este caso el mismo procurador, en este caso Dª con número de turno de oficio 20189774.

Todas las designaciones se han efectuado por comunicación telemática y de manera inmediata con el Servicio 
de Orientación Jurídica Gratuita del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla como contestación a las solicitudes 
recibidas, siendo el mismo SOJ del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla el que efectúa las comunicaciones al 
solicitante, letrado y Órgano Judicial si lo hubiese, como responsable de la tramitación de los Expedientes de 
Justicia Gratuita y Órgano ante el que se ha efectuado la oportuna solicitud.

En último lugar, tenemos que indicar que el sistema de designación se efectúa por listas en primer lugar según 
el partido judicial donde se ve el asunto y en segundo lugar por la jurisdicción. En caso de incompatibilidad 
del procurador designado, una vez se nos indica tal incompatibilidad, se procede al cambio y comunicación 
inmediata. Si la citada incompatibilidad nos es indicada con carácter previo, se toma en cuenta a la hora de 
efectuar la oportuna designación, la cual en todo caso es un proceso automático”.

Según lo informado, el asunto que nos ocupaba estaba en vías de solución por lo que por nuestra parte procedimos 
a concluir las actuaciones realizadas, dando cuenta a la parte interesada.

Como vemos, y por lo general, nuestras intervenciones han permitido agilizar las respuestas de las Comisiones 
Provinciales de Justicia Gratuita en casos de denegación o retrasos en la asistencia jurídica gratuita solicitada, 
o bien han activado alguna competencia de disciplina profesional que no habrían sido atendidas desde los Colegios 
Profesionales tras la denuncias o peticiones de los interesados. En otros casos, otras quejas que nos han hecho llegar 
los interesados no han podido ser admitidas a trámite por lo diferentes motivos que la Ley reguladora de Defensor 
del Pueblo andaluz señala y que se recogen en la sección correspondiente de este Informe Anual.

1.8.2.4 Prisiones
Queremos comenzar el presente epígrafe haciendo hincapié en la peculiaridad de la materia que nos ocupa, ya que 

nos encontramos con que las personas que solicitan nuestra intervención forman parte de una población reclusa 
que están cumpliendo sus condenas en unos centros penitenciarios que forman parte de la estructura competencial 
de la Administración estatal, pero que a la vez son sujetos de unos derechos que son exigibles también ante la 
Administración autonómica. Es decir, en el ámbito penitenciario concurren acciones y políticas en las que interviene 
la gestión de la Administración General del Estado, a través de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 
(SGIP), y la Junta de Andalucía, responsable del ejercicio de competencias tan sensibles a la actividad diaria de la 
vida en las cárceles y de sus internos como son la sanidad, asistencia social, la educación, etc.

Esta ambivalencia provoca que existan cuestiones de ámbito estatal sobre las que carecemos de competencias 
para intervenir, en términos de supervisión, mientras que en otras cuestiones por el hecho de encontrarse el interno 
en un centro penitenciario ubicado en nuestra Comunidad Autónoma -ya sea con carácter definitivo o transitorio- 
genera que sus derechos puedan hacerse valer ante la Administración autonómica, y por tanto susceptibles de 
nuestra intervención como Defensor del Pueblo andaluz.

Así, nuestras intervenciones por un lado se centran en propiciar o incentivar respuestas que los internos o 
sus familiares demandan de la administración penitenciaria en múltiples cuestiones que afectan a su régimen 
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